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Comité de Derechos Humanos
		Dictamen aprobado por el Comité a tenor del artículo 5, párrafo 4, del Protocolo Facultativo, respecto de la comunicación núm. 2125/2011[footnoteRef:1]* [footnoteRef:2]** [1: 	*	Aprobado por el Comité en su 119º período de sesiones (6 a 29 de marzo de 2017).]  [2: 	**	Participaron en el examen de la comunicación los siguientes miembros del Comité: Tania María Abdo Rocholl, Yadh Ben Achour, Ilze Brands Kehris, Sarah Cleveland, Ahmed Amin Fathalla, Olivier de Frouville, Christof Heyns, Yuji Iwasawa, Bamariam Koita, Marcia V. J. Kran, Duncan Muhumuza Laki, Photini Pazartzis, Mauro Politi, José Manuel Santos Pais, Yuval Shany y Margo Waterval.] 

	Comunicación presentada por:
	Dmitry Tyan (representado por su esposa, Irina Khan, y por Anara Ibrayeva, del Kazakhstan International Bureau for Human Rights and Rule of Law)

	Presunta víctima:
	Dmitry Tyan

	Estado parte:
	Kazajstán

	Fecha de la comunicación:
	1 de abril de 2011 (presentación inicial)

	Referencias:
	Decisión adoptada con arreglo al artículo 97 del reglamento del Comité, transmitida al Estado parte el 22 de diciembre de 2011 (no se publicó como documento)

	Fecha de adopción
del dictamen:
	16 de marzo de 2017

	Asunto:
	Derecho a no ser sometido a tortura ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes; detención y prisión arbitrarias; condiciones de detención; juicio imparcial

	Cuestiones de procedimiento:
	Fundamentación de las reclamaciones; admisibilidad ratione temporis

	Cuestiones de fondo:
	Tortura; investigación pronta e imparcial; detención y prisión arbitrarias; juicio imparcial; asistencia letrada; derecho a estar presente en el juicio

	Artículos del Pacto:
	2, párr. 3; 7; 9; 10; y 14

	Artículos del Protocolo
Facultativo:
	2 y 5, párr. 2 b)


1.	El autor es Dmitry Tyan, nacional de Kazajstán nacido en 1972, que actualmente cumple una condena en el centro penitenciario UK-161/2 en la región de Kostanay (Kazajstán). Sostiene que Kazajstán ha vulnerado los derechos que lo asisten en virtud del artículo 2, párrafo 3, y los artículos 7, 9, 10 y 14 del Pacto. El Protocolo Facultativo entró en vigor para Kazajstán el 30 de septiembre de 2009[footnoteRef:3]. El autor está representado por una abogada. [3: 		Cuando ratificó el Protocolo Facultativo, el Estado parte formuló la siguiente declaración: “La República de Kazajstán, de conformidad con el artículo 1 del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, reconoce la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir y examinar comunicaciones de personas que se hallen bajo la jurisdicción de la República de Kazajstán respecto de las acciones y omisiones de las autoridades del Estado o de los actos o decisiones adoptadas por ellas tras la entrada en vigor del presente Protocolo Facultativo en la República de Kazajstán”.] 

		Los hechos expuestos por el autor
2.1	El 22 de octubre de 2008, hacia las 17.00 horas, el autor —propietario de una empresa de construcción en Astaná— y su esposa fueron citados por la policía a comparecer ante el Departamento de Interior de Astaná. Fueron interrogados como testigos en el caso del asesinato de la esposa y tres hijos menores de edad de Y., un conocido del autor y su esposa, y también empresario en Astaná. El interrogatorio se prolongó hasta las 22.30 horas, tras lo cual el autor fue trasladado al Departamento de Interior del Distrito de Almaty, donde fue interrogado hasta las 1.30 horas. Durante el interrogatorio, cinco agentes de policía lo golpearon y amenazaron para obligarlo a confesarse culpable y prestar testimonio contra un conocido suyo, E., que era el principal sospechoso en el caso. A las 2.30 horas del 23 de octubre de 2008, al autor se le permitió marcharse.
2.2	Aproximadamente a las 10.00 horas del 23 de octubre de 2008, el autor y su esposa denunciaron los malos tratos policiales al Departamento del Comité de Seguridad Nacional de Astaná e indicaron los nombres de dos de los cinco agentes que lo habían torturado[footnoteRef:4]. Desde allí, el autor fue trasladado directamente para la toma de huellas dactilares y una prueba de ADN efectuada por los agentes de policía que lo habían interrogado el día anterior. Esa noche, un agente de policía permaneció en el apartamento del autor por motivos de seguridad. [4: 		Ese mismo día, el autor presentó denuncias similares ante la Fiscalía del Distrito de Almaty de Astaná y el Departamento de Seguridad Personal del Ministerio del Interior de Astaná.] 

2.3	El 24 de octubre de 2008, en torno a las 19.00 horas, el autor fue interrogado como sospechoso porque se había encontrado una huella dactilar suya en el cuarto de baño del domicilio de las víctimas, y porque supuestamente debía dinero a Y. Aproximadamente a las 21.00 horas, fue llevado a un centro de detención provisional del Departamento de Interior de Astaná. Entre los días 24 y 27 de octubre de 2008, el autor fue sometido reiteradamente a interrogatorios sin contar con la presencia de su abogado, N., al que había contratado la esposa del autor. El agente O. visitó al autor varias veces al día, amenazándolo y golpeándolo en las orejas y la cabeza. El 25 de octubre de 2008, los agentes de policía informaron al autor de que su abogado y su esposa lo habían abandonado. Ese mismo día, los agentes lo golpearon en el pecho y lo obligaron a mantenerse de pie junto a la pared durante cuatro horas. En varias ocasiones, el autor fue encerrado, sin alimentos, agua ni acceso a instalaciones sanitarias, en el llamado “vaso”, un espacio de 50 cm2, donde era imposible sentarse. Los agentes de policía hicieron caso omiso de las peticiones del autor de que se lo sometiera a reconocimiento médico. El primer examen médico se llevó a cabo el 30 de octubre de 2008, cuando ya no quedaban marcas en el cuerpo del autor. El autor fue objeto de reconocimientos médicos a diario entre el 30 de octubre y el 21 de noviembre de 2008, período durante el cual no recibió malos tratos.
2.4	El 25 de octubre de 2008, el autor fue obligado a escribir una confesión en la que testificaba contra E. El 26 de octubre, el tribunal autorizó la reclusión del autor por un período de diez días. El 27 de octubre, el autor fue obligado a redactar una segunda confesión, en presencia de un abogado de guardia, A. El autor se retractó de las dos confesiones y rechazó los servicios de A. el 2 de noviembre de 2008, fecha en que lo visitó un nuevo abogado, G., contratado por su esposa.
2.5	El 3 de noviembre de 2008, el autor fue acusado del asesinato de Y. y de sus hijos. En vista de la gravedad de las acusaciones, el investigador, y no el tribunal, prorrogó la prisión del autor hasta el 28 de diciembre de 2008. Posteriormente, los tribunales adoptaron decisiones para prorrogar la reclusión el 22 de diciembre de 2008 y el 16 de enero de 2009. El autor recurrió cada una de las decisiones relativas a su privación de libertad y solicitó su puesta en libertad bajo fianza. Los tribunales denegaron los recursos y afirmaron que el autor podría influir en los testigos de la causa o darse a la fuga para evitar la investigación o el juicio.
2.6	 El 25 de noviembre de 2008, después de ser trasladado al centro de detención preventiva del Ministerio de Justicia, el autor redactó otras dos confesiones, en ausencia de sus abogados. El 27 de noviembre redactó una declaración en la que rechazaba los servicios de tres de sus cuatro abogados, K., S. y N., y solicitaba que se le trasladase otra vez al centro de prisión preventiva de la policía. El 6 de diciembre, el autor se reunió con sus abogados y redactó una declaración en la que confirmaba su deseo de ser defendido por ellos. El 12 de diciembre, el autor, en presencia de su abogado, K., se retractó de las dos confesiones redactadas el 25 de noviembre de 2008.
2.7	El 29 de diciembre de 2008, el Departamento de Interior tomó la decisión de no iniciar una causa penal contra los agentes de policía que presuntamente habían maltratado al autor. El 9 de febrero de 2009, la Fiscalía de Astaná ordenó que se llevasen a cabo nuevas investigaciones, en particular porque los investigadores no habían identificado e interrogado a algunos testigos ni se habían adoptado otras medidas (no especificadas) para corroborar las alegaciones. El 16 de marzo de 2009, tras una nueva investigación, el Departamento de Interior se negó a iniciar una causa penal. La decisión de 16 de marzo de 2009 era una copia exacta de la de 29 de diciembre de 2008. En una fecha no determinada, el autor presentó recurso a la Fiscalía General que fue desestimado el 27 de mayo de 2009. El 21 de enero de 2010, en respuesta a una carta de la esposa del autor de fecha 30 de diciembre de 2009, la Fiscalía General afirmó que las afirmaciones relativas al uso de métodos ilegales de investigación en relación con el autor fueron tomadas en consideración por el tribunal de primera instancia y el tribunal de apelación, y no pudieron confirmarse.
2.8	El autor estuvo recluido en el centro de detención temporal de la policía desde el 24 de octubre hasta el 30 de diciembre de 2008, aunque, de conformidad con la ley, debería haber sido internado en un centro de prisión preventiva del Ministerio de Justicia. Fue trasladado a un centro de prisión preventiva, donde permaneció del 25 al 27 de noviembre de 2008 y del 30 de diciembre hasta el fin de la prisión preventiva. Entre el 30 de diciembre de 2008 y el 10 de marzo de 2009, estuvo recluido en régimen de aislamiento. Durante ese período no se le permitió recibir paquetes de su esposa.
2.9	En numerosas ocasiones entre el 24 de octubre de 2008 y el 6 de enero de 2009, se impidió a los abogados del autor el acceso a su defendido. Cuando conseguían verlo, las reuniones solo duraban un par de minutos y debían realizarse en presencia de agentes de policía.
2.10	Desde su primer contacto con la policía el 22 de octubre de 2008, el autor insistió en que tenía una coartada para la noche del 21 de octubre de 2008, cuando supuestamente se había cometido el asesinato. Esta coartada pudo ser confirmada por nueve testigos y por los listados de llamadas del teléfono de su domicilio y el teléfono móvil. Sin embargo, la policía no comenzó a verificar su coartada hasta enero de 2009.
2.11	El 2 de marzo de 2009, se dio traslado al tribunal del sumario en el que figuraba el autor. Este afirma que durante el juicio se cometieron numerosas vulneraciones de sus derechos. Entre otras cosas, el autor afirma que el tribunal admitió como prueba las cuatro confesiones de las que se había retractado; que el presidente del tribunal no permitió que el autor dijera que había sido torturado por la policía y, cuando lo mencionó, el juez pidió al jurado que no tuviera en cuenta esa información; que a uno de sus abogados, U., no se le permitió representar al autor ante el tribunal[footnoteRef:5]; y que el tribunal no tuvo en cuenta la coartada del autor y basó su veredicto en pruebas inadmisibles, que habían sido reunidas incumpliendo las normas procesales y no bastaban para demostrar su culpabilidad. El autor afirma además que en el tribunal se vulneró el principio de igualdad de medios procesales, puesto que ni él ni sus abogados pudieron presentar prueba alguna. Durante la vista, el juez denegó 190 preguntas planteadas por la defensa y desestimó 52 peticiones presentadas por esta. Los expertos invitados por el autor prestaron declaración ante el tribunal como testigos y no como peritos, y su opinión no se tuvo en cuenta. El autor también afirma que recibió copias de las actas del juicio, no los originales, que faltaban algunas actas y otras le fueron entregadas con retraso, no sin antes presentar numerosas reclamaciones, y que se denegó a sus abogados la solicitud de un plazo de tres días adicionales para preparar las alegaciones. El presidente segundo del tribunal, N., no era imparcial, ya que su hijo era agente de la policía financiera y estaba investigando un caso contra el autor. El mismo juez también examinó los recursos del autor contra las órdenes de prisión preventiva de 30 de diciembre de 2008 y 26 de enero de 2009. La solicitud del autor de que se retirara al magistrado de la causa fue denegada. El autor también afirma que el presidente del tribunal presionó a la defensa y al jurado y no hizo nada para impedir las amenazas proferidas por los familiares de las víctimas, y que el jurado estaba integrado por ocho mujeres y dos hombres kazajos, cuando el autor es un hombre de etnia coreana. [5: 		El autor estuvo representado por dos abogados desde el comienzo de su privación de libertad. U. fue contratado por la esposa del autor cuando se estaba celebrando el juicio.] 

2.12	El autor plantea numerosas alegaciones relativas a la evaluación de las pruebas del caso por parte del tribunal. Entre otras, afirma que el protocolo de examen de la escena del delito se revisó al día siguiente, que cometieron errores técnicos al reunir las pruebas, que los peritos llegaron a conclusiones erróneas, en particular sobre la fecha en que el autor había dejado su huella dactilar en el cuarto de baño del domicilio de las víctimas, el ADN encontrado en una tela y la caligrafía de las cuatro confesiones. También afirma que no se habían presentado pruebas ante el tribunal sobre el dinero que el autor adeudaba a Y., que supuestamente era el móvil del delito.
[bookmark: Marcador]2.13	El 16 de junio de 2009, el Tribunal Municipal de Astaná condenó al autor a 25 años de prisión y a la confiscación de sus bienes. El 30 de junio de 2009, el autor recurrió ante el Tribunal Supremo, que desestimó el recurso el 10 de noviembre de 2009. Al autor, si bien estaba representado por sus abogados, se le denegó la posibilidad de estar presente en la vista del tribunal de apelación, a pesar de haberlo solicitado por escrito. En el recurso, el autor formuló alegaciones sobre las infracciones procesales cometidas en la etapa de instrucción y recopilación de pruebas, la falta de independencia del juez N. y el hecho de que el tribunal de primera instancia no hubiese investigado las circunstancias en que el autor escribió las cuatro confesiones, así como las presiones a las que sometió la policía al autor, en particular la limitación de su derecho a recibir paquetes y la visita de sus abogados. El tribunal de apelación examinó la causa durante dos horas y rechazó el recurso del autor, sin revisar los hechos y las pruebas del caso. El 16 de noviembre de 2009, el autor interpuso recurso ante el Tribunal Supremo en el marco del procedimiento de revisión. El 5 de enero de 2010, el Tribunal Supremo, sin notificar la fecha de la vista al autor ni a sus abogados, decidió no iniciar un procedimiento de revisión del recurso. El 5 de septiembre de 2011, el autor interpuso un nuevo recurso ante el Tribunal Supremo en el marco del procedimiento de revisión. El 6 de diciembre de 2011, el Tribunal Supremo redujo su pena en 1 año, fijándola en 24 años de prisión. En fecha no especificada, el autor interpuso otro recurso ante el Tribunal Supremo en el marco del procedimiento de revisión. El recurso fue desestimado el 9 de diciembre de 2015. En fecha no especificada, el autor presentó al Tribunal Municipal núm. 2 de Kostanay una petición de revisión de su pena tras la entrada en vigor, el 1 de enero de 2015, del nuevo Código Penal de 3 de julio de 2014. El 18 de noviembre de 2015, el Tribunal Municipal núm. 2 de Kostanay redujo la pena a 19 años de prisión.
2.14	El autor se queja de las condiciones de reclusión en la colonia AK-159/7 de Karagandá, donde estuvo recluido del 26 de agosto al 18 de septiembre de 2010. Entre otras cosas, menciona el hacinamiento en los dormitorios (donde había entre 80 y 90 personas por habitación), la humedad, el frío en las habitaciones, la falta de luz natural, la escasez de luz artificial y la falta de ventilación. Afirma que los reclusos tenían que limpiar las aguas residuales y que su correspondencia fue objeto de censura[footnoteRef:6]. También afirma que no hay posibilidades de trabajar ni actividades para los reclusos en el centro penitenciario UK‑161/2 de la región de Kostanay, donde actualmente cumple condena. [6: 		El autor presentó un escrito de fecha 3 de junio de 2009, publicado por la Comisión de Supervisión Pública de los Centros Penitenciarios y Centros de Prisión Preventiva en la región de Karagandá, sobre la base de su visita a la colonia AK-159/7 el 4 de mayo de 2009.	] 

		La denuncia
3.1	El autor afirma que se han vulnerado los derechos que le asisten en virtud del artículo 7 del Pacto, leído por separado y juntamente con el artículo 2, párrafo 3, debido a las torturas infligidas por la policía, la falta de una investigación efectiva de sus alegaciones y la falta de recursos efectivos.
3.2	El autor alega que se vulneraron sus derechos en virtud del artículo 9 del Pacto, leído por separado y juntamente con el artículo 2, párrafo 3, debido a que, cuando los tribunales autorizaron su privación de libertad, no la justificaron y a que la autorización de reclusión de 3 de noviembre de 2008 provenía del investigador y no del tribunal.
3.3	El autor afirma además que las restricciones a las visitas de su esposa y sus abogados y la limitación de la posibilidad de recibir paquetes de su esposa mientras se encontraba en prisión preventiva, su reclusión en régimen de aislamiento en el centro de prisión preventiva, así como las condiciones de reclusión en la colonia AK-159/7 y en el centro penitenciario UK-161/2, vulneraron sus derechos en virtud del artículo 10 del Pacto.
3.4	El autor afirma que durante las actuaciones judiciales se vulneraron los derechos que le asisten en virtud del artículo 14, párrafo 1, leído por separado y juntamente con el artículo 2, párrafo 3, y el artículo 14, párrafos 2 y 3 b), d), e) y g), del Pacto.
3.5	Por último, el autor alega que se vulneró el derecho que le asiste, en virtud del artículo 14, párrafo 5, del Pacto, a que su sentencia condenatoria y pena sean revisadas por un tribunal superior, ya que no estuvo presente en la vista de apelación y el tribunal de apelación no examinó los hechos del caso antes de rechazar su recurso en una decisión oficial.
3.6	El autor desea que se lleve a cabo una investigación efectiva de sus denuncias de tortura y se castigue a los responsables; que se revise el veredicto del tribunal, desestimando el valor probatorio de las cuatro confesiones que le extrajeron mediante tortura; y que se le ofrezca una reparación plena y adecuada de las vulneraciones sufridas, incluida una indemnización y rehabilitación.
		Observaciones del Estado parte 
4.1	En una nota verbal de fecha 25 de febrero de 2012, el Estado parte presentó sus observaciones. El Estado parte afirma que el Departamento de Interior llevó a cabo una investigación de los presuntos malos tratos infligidos al autor por agentes de policía, pero no pudo confirmar las denuncias del autor. La decisión del Departamento de no iniciar una causa penal fue confirmada por la Fiscalía. La investigación concluyó con la decisión del Departamento de Interior, de fecha 16 de marzo de 2009, de no entablar procedimiento penal contra los agentes de policía. El expediente de la investigación y sus resultados se tuvieron en cuenta en el tribunal de primera instancia.
4.2	El Estado parte sostiene además que, desde la detención del autor el 24 de octubre de 2008, sus abogados tuvieron permiso para visitarlo y que todas las diligencias de investigación se llevaron a cabo en su presencia y fueron seguidas de exámenes médicos[footnoteRef:7]. La detención del autor fue autorizada y prorrogada por el tribunal con arreglo a la legislación nacional. [7: 		Se hace referencia a las fechas siguientes: 30 y 31 de octubre y 4, 5, 6, 11, 13 y 21 de noviembre de 2008.] 

4.3	El Estado parte observa que el autor redactó cuatro confesiones, en las que proporcionaba pruebas contra E. y declaraba que había presenciado cómo E. atacaba a Y. Según el dictamen pericial núm. 2388/1 de fecha 18 de diciembre de 2008, el análisis caligráfico de la escritura del autor en los cuatro textos no ponía de manifiesto ninguna alteración del estado psíquico o físico en el momento de redactarlos. El Estado parte sostiene que el jefe del centro de detención temporal de la policía declaró que no se había presionado al autor mientras estaba detenido y que no se limitaron las visitas de sus abogados. El tribunal concluyó que las pruebas habían sido obtenidas de manera legal y las aceptó como admisibles. El tribunal fundamentó su veredicto no solo en las confesiones del autor sino también en las pruebas reunidas durante la instrucción, entre ellas, las huellas dactilares del autor halladas en el cuarto de baño del domicilio de las víctimas y sobre su automóvil, el ADN del autor encontrado en el patio del domicilio de las víctimas, las declaraciones de E. y la deuda contraída por el autor con Y. La coartada del autor había sido confirmada únicamente por sus familiares y por un amigo de su esposa. El listado de llamadas del teléfono móvil del autor indica que no se realizó ninguna llamada telefónica el 21 de octubre de 2008 después de las 19.00 horas.
4.4	El Estado parte niega que se produjera vulneración alguna de los derechos del autor durante la instrucción y el procedimiento judicial en su caso.
		Comentarios del autor sobre las observaciones del Estado parte
5.1	El 20 de abril de 2012, el autor presentó sus comentarios sobre las observaciones del Estado parte. En respuesta a la observación del Estado parte relativa a la investigación de las alegaciones de malos tratos planteadas por el autor, este afirma que, si bien con arreglo a la legislación nacional la decisión de iniciar una causa penal sobre la base de denuncias de tortura debe ser adoptada por la entidad competente en un plazo de tres días, en su caso la decisión se adoptó más de dos meses después de la presentación de la denuncia. La investigación fue llevada a cabo por la policía, que no era una institución independiente, puesto que los presuntos autores eran agentes de policía. Contrariamente a la afirmación del Estado parte, la documentación y los resultados de la investigación no se examinaron en el tribunal, cuyo presidente pidió al jurado que no tomase en consideración las alegaciones del autor de que había sido torturado.
5.2	Los tribunales no analizaron los motivos por los que se privó de libertad al autor. El tribunal no revisó las decisiones del investigador, que autorizó que se mantuviera preso al autor durante dos meses.
5.3	El perito que llevó a cabo el estudio de las cuatro confesiones redactadas por el autor solo analizó el texto de las confesiones y no utilizó muestras de escritura a mano del autor. Según K., el perito contratado por el autor, esas muestras son esenciales para determinar si el texto en cuestión fue escrito por una persona en un estado de alteración psíquica o física.
5.4	Ninguna de las pruebas mencionadas por el Estado parte como fundamento para el veredicto del tribunal podría demostrar que el autor hubiese participado en el delito. El autor dejó su huella dactilar en el cuarto de baño cuando ayudó a instalar un espejo en agosto de 2008, la prueba de ADN no tuvo resultados concluyentes y no se presentaron pruebas documentales de la deuda del autor con Y. El veredicto se basó en meras hipótesis. El Estado parte no ha hecho referencia al listado de las llamadas telefónicas del teléfono del domicilio del autor, que confirman su coartada.
5.5	El autor también rechaza las observaciones del Estado parte, reitera sus argumentos iniciales y mantiene que su denuncia pone de manifiesto vulneraciones del Pacto, como se menciona en la comunicación.
		Información adicional presentada por las partes
6.	En una nota verbal de fecha 30 de junio de 2016, el Estado parte confirmó sus observaciones anteriores y sostuvo que las reclamaciones del autor debían declararse inadmisibles por falta de fundamentación en virtud de los artículos 2, 3 y 5 del Protocolo Facultativo del Pacto.
7.	En sus observaciones adicionales presentadas el 30 de julio de 2016, el autor reiteró los argumentos principales de su comunicación inicial.
		Deliberaciones del Comité
		Examen de la admisibilidad
8.1	Antes de examinar toda reclamación formulada en una comunicación, el Comité debe decidir, de conformidad con el artículo 93 de su reglamento, si dicha comunicación es o no admisible en virtud del Protocolo Facultativo.
8.2	En cumplimiento de lo exigido en el artículo 5, párrafo 2 a), del Protocolo Facultativo, el Comité se ha cerciorado de que el mismo asunto no está siendo examinado en el marco de otro procedimiento de examen o arreglo internacional.
8.3	El Comité toma nota de la afirmación del autor de que ha agotado todos los recursos internos efectivos a su disposición. Puesto que el Estado parte no ha formulado objeción alguna sobre ese particular, el Comité considera que se han cumplido los requisitos del artículo 5, párrafo 2 b), del Protocolo Facultativo.
8.4	El Comité observa que los hechos del caso del autor ocurrieron antes del 30 de septiembre de 2009, fecha en que entró en vigor el Protocolo Facultativo para el Estado parte. El Comité observa que no puede ratione temporis examinar las presuntas violaciones del Pacto que hayan ocurrido antes de la entrada en vigor del Protocolo Facultativo para un Estado parte, a menos que dichas violaciones continúen tras esa fecha o tengan efectos que, de por sí, constituyan una violación del Pacto[footnoteRef:8] o un reconocimiento de una violación anterior[footnoteRef:9]. A la luz de ello, el Comité toma nota de las denuncias del autor en virtud del artículo 9 del Pacto, referentes a la ilegalidad de su reclusión preventiva, y en virtud del artículo 10 del Pacto, relativas a su reclusión en régimen de aislamiento entre enero y marzo de 2009, y a las restricciones a las visitas de su esposa y sus abogados y a la recepción de paquetes enviados por su esposa. El Comité observa que las actuaciones internas sobre estas cuestiones concluyeron antes de la entrada en vigor del Protocolo Facultativo para el Estado parte y las considera inadmisibles ratione temporis. En relación con el resto de las alegaciones del autor, el Comité observa que se han sometido a los tribunales y las instituciones nacionales después del 30 de septiembre de 2009, en los procedimientos de recurso y de revisión, y han sido desestimadas de una manera en que se afirma la presunta violación. Por lo tanto, el Comité las considera admisibles ratione temporis. [8: 		Véanse, entre otras, las comunicaciones núm. 2027/2011, Kusherbaev c. Kazajstán, decisión adoptada el 25 de marzo de 2013, párr. 8.2; núm. 1633/2007, Avadanov c. Azerbaiyán, dictamen aprobado el 25 de octubre de 2010, párr. 6.2; y núm. 1367/2005, Anderson c. Australia, decisión de inadmisibilidad adoptada el 31 de octubre de 2006, párr. 7.3.]  [9: 		Véase la comunicación núm. 2027/2011, Kusherbaev c. Kazajstán, decisión adoptada el 25 de marzo de 2013, párr. 8.3.] 

8.5	El Comité observa la alegación del autor en virtud del artículo 10 del Pacto en relación con las condiciones de su detención en la prisión AK-159/7 entre agosto y septiembre de 2010, y en la prisión UK-161/2 a partir de septiembre de 2010. El Comité observa que el autor no ha proporcionado suficiente información sobre los procedimientos internos que emprendió, ni documentos que apoyen sus alegaciones relativas a las condiciones de detención en las prisiones. Por tanto, el Comité considera que esta parte de la denuncia del autor relativa al artículo 10 del Pacto no está suficientemente fundamentada a los efectos de la admisibilidad en virtud del artículo 2 del Protocolo Facultativo.
8.6	El Comité observa que el autor alega la falta de independencia e imparcialidad del juez N. porque el hijo de este participaba en la investigación de una causa financiera contra el autor y porque el mismo juez examinó los recursos del autor contra las órdenes de prisión preventiva de 30 de diciembre de 2008 y 26 de enero de 2009. No obstante, el Comité observa que el autor no ha proporcionado información ni explicaciones suficientes acerca de la parcialidad del juez y su incumplimiento del deber de imparcialidad e independencia. El autor tampoco ha aportado documentos suficientes para apoyar su alegación. El Comité observa también que las demás afirmaciones del autor en virtud del artículo 14, párrafo 1, del Pacto, como que el presidente del tribunal ejerció presión sobre la defensa y el jurado, que el juez no ofreció protección contra las amenazas proferidas por los familiares de las víctimas y que la composición del jurado era ilícita, son de carácter general y no han sido suficientemente fundamentadas a efectos de la admisibilidad. Por lo tanto, el Comité considera esta parte de la comunicación inadmisible en virtud del artículo 2 del Protocolo Facultativo. 
8.7	Con respecto a las reclamaciones del autor en virtud del artículo 14, párrafo 3 b), del Pacto, el Comité observa que el autor y su abogado sí recibieron las actas del juicio y pudieron formular observaciones sobre las mismas, aunque con cierto retraso. El autor no ha aclarado suficientemente cuáles son, en concreto, los documentos y las declaraciones de testigos a los cuales se negó el acceso a él y a sus abogados o de qué manera considera que ello afectó a los resultados de las actuaciones. El autor tampoco ha explicado la razón por la que él y sus abogados necesitaban tres días más para preparar los escritos. En consecuencia, al no constar en el expediente otra información o explicaciones pertinentes, el Comité considera que esta denuncia no está suficientemente fundamentada a efectos de admisibilidad con arreglo al artículo 2 del Protocolo Facultativo.
8.8	El Comité observa que el autor afirma que el tribunal de primera instancia vulneró sus derechos en virtud del artículo 14, párrafo 3 d), del Pacto porque su tercer abogado, U., no recibió autorización para representarlo ante el tribunal. A este respecto, el Comité observa que de la documentación que figura en el expediente se desprende que, según el tribunal de primera instancia, la inclusión de un tercer abogado en el equipo habría prolongado el proceso, dado que el citado abogado ya estaba ocupado en otro juicio durante toda la semana siguiente, lo que le habría impedido estudiar la documentación del caso del autor. Puesto que el juicio ya llevaba un mes celebrándose, el tribunal decidió desestimar la petición del autor. En vista de ello, y teniendo en cuenta que el autor no ha indicado la importancia del tercer abogado para su defensa, el Comité considera que esta reclamación no está suficientemente fundamentada y la declara inadmisible en virtud del artículo 2 del Protocolo Facultativo.
8.9	El Comité observa también la denuncia del autor según la cual se ha vulnerado el artículo 14, párrafo 3 d), del Pacto porque ni él ni sus abogados estuvieron presentes en la vista del procedimiento de revisión del Tribunal Supremo el 5 de enero de 2010. A este respecto, el Comité observa que el autor no ha aportado el texto del recurso de revisión ni la decisión del tribunal, ni tampoco ha especificado la naturaleza y el carácter de la vista, ni ha indicado si hubo un fiscal presente en la vista en cuestión. Al no constar en el expediente otra información o explicación, el Comité concluye que el autor no ha fundamentado suficientemente las alegaciones en virtud del artículo 14, párrafo 3 d), del Pacto y las declara inadmisibles en virtud del artículo 2 del Protocolo Facultativo.
8.10	El Comité observa las alegaciones del autor en virtud del artículo 14, párrafo 3 e), del Pacto en relación con el examen de las pruebas y los testigos durante el juicio. En particular, observa que el autor no está de acuerdo con la consideración dada a los peritos invitados por la defensa ni con la importancia otorgada a sus conclusiones en el tribunal. A este respecto, el Comité observa que, según se desprende del expediente, el juez aplicó el derecho interno para determinar la consideración otorgada a los testigos y las pruebas en cuestión. El Comité recuerda que, en general, incumbe a los tribunales de los Estados partes en el Pacto examinar los hechos y las pruebas o la aplicación de la legislación interna en cada caso particular, a menos que se demuestre que la evaluación de las pruebas o la aplicación de la legislación fue claramente arbitraria o equivalió a un error manifiesto o una denegación de justicia o que el tribunal incumplió de algún otro modo su obligación de independencia e imparcialidad[footnoteRef:10]. En el presente caso, el Comité observa que la documentación que tiene ante sí no le permite concluir que el examen de las pruebas y el interrogatorio de los testigos por el tribunal hayan alcanzado el umbral de la arbitrariedad en la evaluación de las pruebas, ni hayan equivalido a una denegación de justicia. Por consiguiente, el Comité declara que esta parte de la comunicación no está suficientemente fundamentada y es inadmisible en virtud del artículo 2 del Protocolo Facultativo.  [10: 		Véanse, entre otras, las comunicaciones núm. 1188/2003, Riedl-Riedenstein y otros c. Alemania, decisión de inadmisibilidad adoptada el 2 de noviembre de 2004, párr. 7.3; y núm. 1138/2002, Arenz y otros c. Alemania, decisión de inadmisibilidad adoptada el 24 de marzo de 2004, párr. 8.6. Véase también la observación general núm. 32 (2007) del Comité sobre el derecho a un juicio imparcial y a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia, párr. 26.] 

8.11	El Comité considera que el autor ha fundamentado suficientemente el resto de sus reclamaciones, en las que se plantean cuestiones relacionadas con el artículo 7, leído por separado y juntamente con el artículo 2, párrafo 3, del Pacto, y las demás alegaciones en virtud del artículo 14, párrafos 1, 3 d) y g) y 5, del Pacto, el Comité procede a examinarlas en cuanto al fondo. 
		Examen de la cuestión en cuanto al fondo
9.1	El Comité ha examinado la presente comunicación teniendo en cuenta toda la información que le han facilitado las partes, en cumplimiento de lo exigido en el artículo 5, párrafo 1, del Protocolo Facultativo.
9.2	El Comité toma nota de que las alegaciones de tortura presentadas por el autor se refieren a los acontecimientos que tuvieron lugar el 22 de octubre de 2008 y entre el 25 y el 27 de octubre de 2008, cuando fue interrogado por agentes de la policía en calidad de testigo y de sospechoso, respectivamente. El Comité señala la afirmación del autor de que, dado que fue objeto de vigilancia policial desde la mañana del 23 de octubre de 2008, no pudo ver a un perito médico que lo examinara después de la paliza que sufrió. El Comité también observa que, según la documentación de que dispone, los días 24 y 30 de octubre de 2008, el autor fue examinado por peritos médicos, que no encontraron marcas en su cuerpo ni tampoco recibieron queja alguna del autor. El autor no ha impugnado la independencia de los peritos médicos. El Comité observa también las alegaciones del autor, en el sentido de que la investigación de sus denuncias de tortura por los agentes de policía el 22 de octubre de 2008 no fue efectiva. A este respecto, el Comité observa que el 9 de febrero de 2009 la Fiscalía de Astaná revocó la decisión del Departamento de Interior de 29 de diciembre de 2008 de no iniciar una investigación penal contra los agentes de policía que presuntamente habían torturado al autor. El Comité observa que entre los motivos indicados por la Fiscalía figura el hecho de que los investigadores no hubiesen identificado e interrogado a varios posibles testigos mencionados por el autor. El 16 de marzo de 2009, tras una nueva investigación, el Departamento de Interior se negó de nuevo a iniciar una investigación penal. No obstante, el Comité observa que la decisión del Departamento de Interior de 16 de marzo de 2009 fue idéntica a la de 29 de diciembre de 2008 y que no contenía información sobre la adopción de otras diligencias relacionadas con la investigación. El Comité toma nota de los argumentos de las autoridades nacionales, en el sentido de que las denuncias de tortura presentadas por el autor y los resultados de la investigación fueron examinados por el tribunal de primera instancia. Sin embargo, el Estado parte no ha presentado ningún documento en apoyo de sus argumentos. De la información de que dispone el Comité se desprende que no solo el tribunal de primera instancia no tuvo en cuenta las denuncias de tortura del autor, sino que además impidió que el autor hablase de ellas ante el jurado. A la luz de lo que antecede, el Comité considera que se ha producido una violación de los derechos que asisten al autor en virtud del artículo 2, párrafo 3, leído juntamente con el artículo 7 del Pacto, debido a la falta de una investigación efectiva de sus denuncias de tortura.
9.3	El Comité observa la afirmación del autor según la cual se le denegó el derecho a participar en la vista del tribunal de apelación el 10 de noviembre de 2009. A este respecto, el Comité observa que el autor había solicitado estar presente en el tribunal en persona y que el tribunal, al rechazar su petición escrita, se ajustó a la legislación nacional[footnoteRef:11]. El Comité observa también que, en la vista de la apelación, el autor estuvo representado por cuatro abogados y que al menos dos de ellos lo habían representado durante todo el proceso penal contra él. No obstante, el Comité concluye que el artículo 14, párrafo 3 d), del Pacto es aplicable al presente caso porque, en el procedimiento de apelación, el tribunal examina los elementos de hecho y de derecho del asunto y realiza una nueva evaluación de la culpabilidad o inocencia del autor. El Comité recuerda que el artículo 14, párrafo 3 d), del Pacto dispone que los acusados tienen derecho a estar presentes durante su juicio y que los procesos in absentia de los acusados pueden estar permitidos en algunas circunstancias en interés de la debida administración de la justicia, por ejemplo cuando los acusados, no obstante haber sido informados del proceso con suficiente antelación, renuncian a ejercer su derecho a estar presentes[footnoteRef:12]. Por consiguiente, a falta de explicaciones suficientes del Estado parte, el Comité considera que los hechos que tiene ante sí ponen de manifiesto una vulneración del artículo 14, párrafo 3 d) del Pacto. En vista de esta conclusión, el Comité decide no examinar las denuncias del autor en virtud del artículo 14, párrafo 5, del Pacto. [11: 		Según el artículo 408, párrafo 2, del Código de Procedimiento Penal, la presencia del condenado en la vista del tribunal de segunda instancia solo es posible si el fiscal solicita para esa persona una pena más severa.]  [12: 		Véase la observación general núm. 32 (2007) del Comité sobre el derecho a un juicio imparcial y a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia, párr. 36.] 

9.4	El Comité observa además la afirmación del autor de que el tribunal de primera instancia aceptó como prueba sus confesiones forzadas. Observa también la declaración del Estado parte, en el sentido de que las pruebas examinadas por el tribunal se obtuvieron de forma lícita y fueron aceptadas por el tribunal como admisibles. A este respecto, el Comité observa que la información que obra en el expediente indica que el tribunal de primera instancia no tomó en consideración la forma en que los agentes de policía obtuvieron las cuatro confesiones. No hay nada en el expediente que indique que el Tribunal haya tenido en cuenta que, cuando el autor escribió las confesiones, estaba bajo control policial en un centro de reclusión y que, una vez que se entrevistó con sus abogados, se retractó de las confesiones. Por lo tanto, determina que se han vulnerado los derechos que amparan al autor en virtud del artículo 14, párrafos 1 y 3 g), del Pacto.
10.	El Comité, actuando en virtud del artículo 5, párrafo 4, del Protocolo Facultativo, dictamina que la información que tiene ante sí pone de manifiesto una violación por el Estado parte de los derechos que asisten al autor en virtud del artículo 2, párrafo 3, leído juntamente con el artículo 7 del Pacto; y del artículo 14, párrafos 1, y 3 d) y g), del Pacto.
11.	De conformidad con el artículo 2, párrafo 3 a), del Pacto, el Estado parte tiene la obligación de proporcionar al autor un recurso efectivo. Ello comprende ofrecer una reparación plena a las personas cuyos derechos en virtud del Pacto hayan sido violados. Por lo tanto, el Estado parte está obligado, entre otras cosas, a: a) investigar a fondo y de manera eficaz las denuncias de tortura del autor y, de confirmarse estas, procesar, enjuiciar y castigar a los responsables de torturar al autor; b) revisar el veredicto del tribunal en el caso del autor, desestimando las confesiones cuya naturaleza no haya verificado debidamente el tribunal; y c) proporcionar al autor una indemnización por la vulneración de sus derechos. El Estado parte también tiene la obligación de adoptar todas las medidas que sean necesarias para evitar que se cometan violaciones semejantes en el futuro.
12.	Teniendo presente que, por haber llegado a ser parte en el Protocolo Facultativo, el Estado parte ha reconocido la competencia del Comité para determinar si ha habido o no violación del Pacto y que, con arreglo al artículo 2 del Pacto, el Estado parte se ha comprometido a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el Pacto y a proporcionar un recurso efectivo y jurídicamente exigible cuando se compruebe una violación, el Comité desea recibir del Estado parte, en un plazo de 180 días, información sobre las medidas que haya adoptado para aplicar el dictamen del Comité. Se pide asimismo al Estado parte que publique el presente dictamen y que le dé amplia difusión en el Estado parte.
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